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A mediados de diciembre, recién aprobado el proyecto de ley sobre delitos informáticos, diputados de la oposición lo enviaron en consulta a la Sala Constitucional. El legislador liberacionista Francisco Chacón reprochó esa iniciativa y la postuló como ejemplo de las razones existentes para eliminar las consultas “por el fondo” a la Sala IV. Habida cuenta del resultado final, conocido esta semana, el caso es ejemplo de lo contrario.

Los magistrados identificaron claras razones de inconstitucionalidad en el proyecto. Eran evidentes para los diputados de oposición y para cualquiera que se detuviera a estudiarlas, pero los legisladores oficialistas no quisieron verlas. Ni siquiera dudaron.

Entre el proyecto inicial y la legislación aprobada hay diferencias suficientes para considerar vulnerado el principio de conexidad en el proceso de formación de las leyes. Además, las normas incorporadas a destiempo versan sobre materias relacionadas con la privacidad de las personas y la intervención de las comunicaciones sin motivos suficientes. Son derechos protegidos por la Constitución en beneficio de todos los ciudadanos y solo ceden en casos muy calificados.

La ley es indispensable y también la autorización de métodos de investigación afines a sus objetivos. En eso hay consenso, pero al Frente Amplio y al Partido Acción Ciudadana se les debe agradecer el celo en la salvaguarda de los derechos fundamentales y la preocupación por establecer criterios restrictivos a la hora de vulnerarlos con fines de investigación policial.

Los magistrados evacuaron la consulta en el plazo de un mes otorgado por la ley al efecto. El Congreso cuenta ahora con su valiosa orientación para hacer las enmiendas del caso y proveer de la urgente legislación, sin demoras y seguros de su compatibilidad con la Carta Magna. La economía de tiempo y recursos es invaluable.

En el escenario del diputado Chacón, la ley se habría aprobado en segundo debate, habría superado el trámite de publicación y, al primer intento de aplicarla, el afectado habría recurrido a la Sala IV para cuestionarla con iguales razones que en el proceso de consulta. 

Pasado un largo periodo de estudio, quizá un par de años, la Sala habría sancionado la inconstitucionalidad de la ley. Todo o mucho de lo actuado a su amparo se habría derrumbado, y borrón y cuenta nueva. Los esfuerzos policiales se habrían malgastado, algún culpable quedaría en libertad por ilegitimidad de la prueba y, quizá, algún inocente habría sufrido menoscabo a sus derechos fundamentales. Para evitar tantos inconvenientes, al Congreso –nunca reconocido por su celeridad– le bastó con solo esperar un mes.

